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INVITADOS: Por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, señores 
arquitectos Roberto Villarmarzo, Director Nacional de Ordenamiento Territorial; Pablo 
Ligorne, Director de la División Políticas y Planes Territoriales; doctora Karen Tierney, 
asesora letrada de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial; arquitecta Rosana 
Tierno, Directora de la División Gestión Territorial; doctor Diego Pastorín, asesor del 
Ministro y arquitecto Rafael Cortazzo, asesor del Director de la DINOT. 


SEÑORA PRESIDENTA (Travieso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a los invitados, al Director Nacional de Ordenamiento Territorial y a su equipo. 


En la Comisión se planteó una visión de lo que es ordenamiento territorial y desarrollo sostenible de este 
proyecto de ley, cuyo tratamiento comienza ahora, y la invitación ha sido realizada con el fin de escuchar el 
punto de vista de ese departamento. 


SEÑOR VILLARMARZO.-- Es un gusto estar acá y comenzar con ustedes el trabajo de considerar este 
proyecto de ley que presentó originariamente el Poder Ejecutivo y que ha sido tratado y aprobado con 
modificaciones en el Senado. Voy a utilizar la terminología que aparece en la versión aprobada por el 
Senado. 


Voy a hacer una pequeña introducción que tiene dos capítulos, una referencia a la concepción de territorio y 
el planteo de cuatro aspectos centrales del proyecto, más que una consideración artículo por artículo. Si la 
Comisión lo entiende pertinente, podríamos venir en otra oportunidad para analizar todos o algunos artículos 
en particular. 


Hoy plantearé la visión de los cuatro aspectos estratégicos más importantes del proyecto que están en la 
voluntad de construir esta nueva legislación y, finalmente, haré un repaso de los contenidos del índice del 
proyecto. 


A modo de introducción, quiero decir que la voluntad política del Gobierno fue expresada muy claramente en 
marzo de 2006 por el señor Presidente de la República en la ciudad de Salto, quien se refirió en forma muy 
sintética a las estrategias más importantes del proyecto. En otras oportunidades lo ha hecho, pero esta cita es 
muy clara. Se refirió al ordenamiento territorial como herramienta para el desarrollo, a la necesidad de 
establecer mecanismos de coordinación entre el Gobierno nacional y los Gobiernos departamentales a este 
efecto y, al mismo tiempo, a institucionalizar ámbitos de participación de la sociedad para la construcción de 
una política de Estado. Ese es el objetivo del ordenamiento territorial y los contenidos principales están muy 
sintéticamente expresados. Como el señor Presidente lo dice, no es empezar de cero; hay antecedentes en la 
ley de creación del Ministerio del año 1990. Los antecedentes son una de las competencias del Ministerio y la 
institucionalización del ordenamiento territorial como tal, desde su denominación. Sin embargo, ha habido 
una escasa presencia en la materia, incluso en aspectos que estaban dispuestos por esa legislación y por 
decretos posteriores en las políticas sectoriales o en otros aspectos de Gobierno. 


La institucionalidad era y es débil. Es débil la institucionalidad nacional en capacidades técnicas, pero sobre 
todo en los Gobiernos departamentales. Es una temática que, como veremos, pasa por los Gobiernos 
departamentales y la institucionalidad es débil. Aunque ha habido importantes acciones puntuales, que no voy 
a relatar acá, son los antecedentes que permiten que este proyecto de ley no sea una trasposición de 
legislación comparada, sino que enraíce en las experiencias que ha habido en nuestro país al respecto. 


En este campo tenemos una legislación que es necesario actualizar. La única legislación específica que toca 
temas de ordenamiento territorial es la ley de centros poblados -de 1946, por lo que tiene más de sesenta 
años-, que refiere exclusivamente a la creación y expansión de centros poblados. Es un aspecto del 
ordenamiento territorial, pero no existe ninguna otra legislación nacional. Hay alguna mención de las 
competencias de los Gobiernos departamentales en la ley general de construcción de 1885 o en la ley 
orgánica de la administración de los departamentos, llamada "ley orgánica municipal", aunque no tiene ese 
título. 


Este proyecto ha sido el resultado de esa acumulación social que ha hecho nuestro país, nuestra sociedad, que 
tuvo su expresión más importante en el proyecto que envió el Poder Ejecutivo al Parlamento en el año 2000. 
Había sido discutido desde el año 1993; o sea que tres años después de la creación de la Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial se empezó a discutir un proyecto de ley de estas características. Finalmente, en 
el año 2000 el Parlamento recibió este proyecto y durante cinco años lo discutió en una Subcomisión técnica 
del Senado. Al terminar la legislatura culminó con cinco iniciativas diferentes a consideración. 


Ese es el cuerpo principal de antecedentes que se tuvieron en cuenta para la redacción de este proyecto: el 
proyecto original del Poder Ejecutivo y los que surgieron del trabajo de la Comisión del Senado. 


Además, para la redacción de este proyecto el Ministerio contó con el asesoramiento de la Cátedra de 
Arquitectura Legal y del Instituto de Teoría de Arquitectura y Urbanismo de la Facultad de Arquitectura de la 
Universidad de la República. También contó con un protocolo de cooperación con la Junta de Andalucía, en 
cuanto al aporte de antecedentes internacionales y europeos sobre el tema. 


¿Cómo fue el mecanismo de construcción de este proyecto? En octubre de 2005, luego de contactos 
informales con distintos agentes y del asesoramiento de la Facultad de Arquitectura, se elaboró un primer 
documento muy breve de siete ejes para la redacción de la ley, que fue discutido públicamente en la 
Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial. 


Luego, en mayo de 2006, se hizo público un extenso documento en el cual se planteaban aspectos en que era 
necesario legislar o elaborar normas. Básicamente, con ese documento se discutió en la Comisión Técnica 
Asesora de Ordenamiento Territorial, en la cual están representados la Universidad de la República, las 
Cámaras Empresariales, los Sindicatos, los gremios de profesionales y las instituciones del Estado, es decir, 
los Ministerios y las empresas públicas. En esa Comisión muy numerosa -están representadas sesenta y nueve 
instituciones-, reitero, primero se discutió este documento y luego avances de redacción de distintos capítulos 
de la ley. Se recibieron aportes escritos, se abrió una página web y se pudo establecer un diálogo. Además, 
hubo otros intercambios. Se realizaron talleres: un taller en Melo, organizado por la Intendencia de Cerro 
Largo, un taller en San Carlos organizado por la Junta Local Autónoma y Electiva, un taller en Colonia -estoy 
citando de memoria-, un taller en Rocha y otro en Paysandú. 


Finalmente, el 11 de setiembre de 2006 se presentó el proyecto de ley al Parlamento. Allí la Comisión trabajó 
y recibió -como pueden ver en las versiones taquigráficas- numerosas delegaciones, entre otras las del Poder 
Ejecutivo, de nuestro Ministerio. Además, después de presentado el proyecto hubo cuarenta y una instancias 
más en las cuales fue invitado el Ministerio a participar de su discusión. Así participaron parlamentarios y 
Senadores, lo que permitió la discusión pública de este documento -aunque en los medios no hubo demasiada 
repercusión-, y el 18 de diciembre de 2007 fue aprobado en el Senado. Ese es el mecanismo que nos llevó a 
la instancia en la que estamos hoy. 


Quiero hacer una mención muy breve de por qué hablamos de ordenamiento territorial y de territorio. 
Territorio es un espacio geográfico asociado a un grupo humano. No se concibe el territorio sin la presencia 
humana, sin una sociedad que lo habite. Entonces, el territorio es más que un escenario, un soporte para la 
activada humana, es también un factor de producción, un bien que interviene en la producción y en el 
intercambio de bienes y servicios. Además, es el patrimonio más importante que tiene una sociedad, una 
comunidad. Hay una relación biunívoca entre una sociedad y un territorio. Está en el primer artículo de la 
Constitución de la República. 


La disposición de esas actividades en el territorio no es neutra; tiene consecuencias. Y la disposición de las 
actividades en el territorio es una gestión de Gobierno de primera importancia en cualquier sociedad. 
Entonces, hay dos consecuencias importantes de la territorialidad. 


Una consecuencia es la identidad: soy uruguayo, soy oriental, soy montevideano o soy olimareño. Es decir 
que hay una identidad con el territorio, que es propia de la sociedad humana contemporánea. Eso ha ido 
construyéndose a lo largo de la historia humana. Lo mismo sucede con la administración organizada, que es 
la otra consecuencia. Un territorio implica -y eso sí es más reciente en la historia de la humanidad- una 
administración organizada, con instituciones y normas que regulan el comportamiento de esa sociedad en ese 
territorio. Esas instituciones tienen alcance territorial, tiene límites nacionales y, en nuestro caso, 
departamentales. Por primera vez en nuestro país estamos tratando de construir el tercer nivel. O sea que el 
territorio implica, necesariamente, administración organizada. El territorio también implica desarrollo, y 
hablamos de desarrollo territorial o sostenible en el territorio. La concepción de desarrollo hace recordar a 
crecimiento en el origen de la terminología, pero tiene un alcance un poco distinto. No es lo mismo el 
crecimiento de un niño que su desarrollo. El niño crece de tamaño, pero se desarrolla en sus capacidades 
físicas e intelectuales. Asimismo, se habla de desarrollo en distintos campos, de desarrollo territorial en 
particular, de desarrollo económico, que es uno de los que aparece en primer lugar cuando se trata estos 
temas. La diferencia entre crecimiento económico y desarrollo está dada por la distribución. Para medir 
crecimiento o desarrollo es necesario construir indicadores y establecer cómo y qué cosas se miden. El 
crecimiento es aumento de los bienes y servicios producidos por una sociedad, y el desarrollo -así lo 
considera Naciones Unidas y así lo vemos nosotros- implica cómo se distribuyen los frutos de ese 
crecimiento. Entonces, va a haber más desarrollo en la medida en que se distribuya mejor y desarrollo social 
en la medida en que la comunidad participe en las decisiones que hacen a esa sociedad. Hay otras 
construcciones del término desarrollo como, por ejemplo, el productivo, el tecnológico, el ambiental y el 
institucional. 


¿Cómo medimos el desarrollo de un territorio? ¿Cómo comparamos? Porque hablamos de que el noreste de 
nuestro país tiene menos desarrollo relativo que otras zonas del país. Entonces, ¿a qué nos referimos con eso? 
El proyecto plantea instrumentos jurídicos para avanzar en el desarrollo de esos territorios. Por un lado, cómo 
contribuye el territorio al bienestar. Evidentemente, una zona desértica tiene menos potencialidad de 
desarrollo que una zona con suelos ricos o buenas aguadas, como tenemos en nuestro país. Entonces, antes de 
que llegue ese grupo humano, el territorio por sí mismo contribuye pero, además, el territorio con más 
población tiene mejores condiciones para el desarrollo. El vacío del centro de nuestro país conspira contra el 
desarrollo. 


Un segundo cuerpo de factores son las dotaciones para el desenvolvimiento de actividades. Esa sociedad, ese 
grupo humano ha incorporado cosas al territorio, hay una historia de incorporación de dotaciones. Entonces, 
si hay ferrocarril, carretera, red eléctrica o determinada potencia eléctrica instalada, tiene más capacidad de 
desarrollo. Precisamente, el noreste de nuestro país tiene menos dotaciones que el resto del territorio; tiene 
menos población pero, sobre todo, menos dotaciones. Por ejemplo, si se incorpora un puerto hay mejores 
dotaciones, hay más desarrollo territorial. 


Finalmente, están las oportunidades para el acceso. Podemos tener muchas potencialidades, muchas 
dotaciones en el territorio, pero si los emprendedores, las personas no acceden a esas condiciones, no hay 
desarrollo territorial. 


El estudio de la cuenca del arroyo Carrasco que ha encarado la agenda metropolitana, en particular, los 
departamentos de Canelones y Montevideo, determina que allí tenemos los mejores establecimientos 
educativos del país, se pagan los mejores salarios, pero la población que vive en ese territorio no accede a 
esas dotaciones. Entonces, ahí no hay desarrollo territorial; puede haber crecimiento. Lo mismo ocurre en 
otras zonas del país. Entonces, hay que generar condiciones para que los emprendedores, las personas, 
puedan acceder a esas dotaciones que están en el territorio. 


En primer lugar, el proyecto plantea una modalidad para la gestión del territorio, un modelo de gestión para 
esa localización y distribución de las actividades en el territorio, que no es inocua. La gestión territorial, 
como otras formas de gestión de la cosa pública -porque, en definitiva, gobernar es gestionar la cosa pública-, 
puede hacerse a demanda, que es la modalidad que ha existido en nuestro país históricamente y es la que hoy 
sigue existiendo en la mayoría de los casos. Es decir que el gobernante escucha las demandas de la sociedad 
y las atiende en función de su programa político, de su sensibilidad e, inclusive, de sus intereses. Esto último 
no sucede en nuestro país, por suerte, pero lo podemos ver en otros Gobiernos. Atiende demandas y con 
mayor o menor información se documento mejor o peor para tomar las decisiones. En nuestro país y desde 
este Gobierno estamos tratando de construir una gestión planificada, en este caso el territorio, pero también 
en otros aspectos. En el Uruguay se perdió una oportunidad histórica a fines de la década del cincuenta y 
principios de la del sesenta, en que se había empezado a construir capacidad de gestión planificada. El 
informe de la CIDE culminó con algunos aspectos de la reforma de la Constitución de 1966, como la 
creación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Banco Central u otras modificaciones 
institucionales, pero se interrumpió ese proceso, es decir, no se construyeron esas capacidades. La Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, en sus cuarenta años de vida, nunca planificó. Ahora está empezando; recién 
generó una división de planificación. Lo mismo sucede a nivel territorial; no hay planes territoriales 
nacionales. Hubo un intento en los años 1996 y 1997, con la contratación de una consultoría. El primer 
informe de avance de esa consultoría quedó en algunas bibliotecas, pero no es un plan porque no fue 
adoptado por ninguna autoridad de Gobierno. 


Entonces, este proyecto de ley propone instrumentos jurídicos para que el Gobierno Nacional y los Gobiernos 
departamentales que voluntariamente quieran, puedan encarar la gestión planificada del territorio. Después 
vamos a ver el aspecto relativo a lo sostenible, es decir, ambientalmente sustentable y apuntando hacia la 
equidad social, o sea, a la accesibilidad del territorio. 


Esto se enmarca en la transformación democrática del Estado en la que está embarcado este Gobierno -así 
expresado por el señor Presidente en marzo de 2006-, construyendo participación social y descentralización 
política. Es decir, es un proyecto que apunta a construir formas de participación, de intervención de la 
sociedad en la formulación, seguimiento e implementación de las políticas de esos planes en el territorio, a 
través de la descentralización. O sea que reserva para el Gobierno nacional la construcción de directrices 
nacionales y descarga todo el peso de la gestión planificada del territorio en los Gobiernos departamentales. 
Es un proyecto fuertemente descentralizador. Se puede ver en todo el articulado que otorga competencias y 
capacidades a los Gobiernos departamentales para gestionar sus territorios. Entonces, las Intendencias 
adquieren un rol muy importante porque se plantea la promoción de la capacitación y la generación de 
condiciones con ese fin. También existe la posibilidad de establecer alianzas regionales porque los límites 
administrativos entre los departamentos tienen una explicación en la historia, pero muchas veces son 
artificiales respecto a realidades territoriales con continuidad. Esas realidades territoriales no deben verse 
distorsionadas por esos límites jurisdiccionales y para ello se plantea la posibilidad de establecer alianzas 
regionales. Además, se plantean mecanismos de generación de recursos para la gestión territorial y efectos 
muy importantes de la vigencia de los planes, como la sujeción de todas las obras de las empresas públicas y 
de los Ministerios a los planes que presenten los Gobiernos departamentales. Esta es una innovación muy 
fuerte en nuestro país. 


La participación implica una concepción de la democratización política y social en la formación de políticas 
públicas como políticas de Estado, construidas desde la participación social -construcción social de políticas 
públicas-, para lo cual es imprescindible el acceso a la información. Los ciudadanos deben tener acceso a 
toda la información disponible en el Estado para poder participar porque, de lo contrario, es imposible. Al 


respecto, se plantean mecanismos, como el manifiesto y la audiencia pública, así como el monitoreo, la 
evaluación y el seguimiento de los planes. Además, a nivel legal se institucionaliza la Comisión Asesora de 
Ordenamiento Territorial, que hoy funciona por un decreto del Poder Ejecutivo del año 1992, si no recuerdo 
mal. 


Esta participación es parte del reconocimiento de derechos territoriales de las personas. Todas las personas 
tienen derechos y deberes con respecto al territorio; el ejercicio de los derechos conlleva deberes con respecto 
al territorio. Esta transformación del Estado es parte de la transformación de los modelos de gestión. El 
proyecto enfatiza la validación social y ambiental de los planes. Hay una concepción de que los planes deben 
tener un mecanismo de validación ambiental y social para la gestión planificada y sustentable del territorio. 


Para el desarrollo territorial se plantean los planes como gestión de desarrollo de los territorios. Entonces, en 
nuestro país vemos una oportunidad para la gestión integrada de los territorios, que priorice el enfoque de la 
construcción de redes de cooperación, sobre todo, entre las entidades del Estado, superando ese 
funcionamiento vertical, compartimentado del Estado. El territorio es el lugar más adecuado para que esto 
pase; en el territorio nos encontramos todos y también las instituciones, por lo que es una oportunidad para su 
desarrollo. 


La gestión planificada del territorio implica no solo la elaboración y aprobación de planes, sino su 
implementación. Es decir, los planes tienen que estar arriba de la mesa del decisor político para implementar 
lo que va a hacer en el territorio. Además, tiene que monitorear lo que está haciendo y ver las consecuencias 
de la implementación de los planes, qué pasó de distinto en el territorio. Asimismo, se necesita capacidad 
para evaluar esa nueva situación territorial que provocan los planes, a fin de revisar e iniciar nuevamente el 
ciclo de gestión planificada. Para ello se necesita de mecanismos de información de la realidad territorial - 
que estamos construyendo-, mecanismos de construcción de capacidades que son muy limitadas a nivel 
nacional y, sobre todo, departamental, y también mecanismos de participación, es decir, capacitación de la 
gente para participar. 


Esto pasa por una tipificación flexible de los planes. En la legislación comparada e, inclusive, en los 
antecedentes, en borradores y en el proyecto de ley que estuvo a consideración del Parlamento, vemos 
tipificaciones muy rígidas de planes. Este proyecto apuesta a una real flexibilización, con centro en la 
competencia de los Gobiernos departamentales y con instrumentos. ¿Qué quiere decir esto, que ha generado 
discusiones en el Senado? No se trata de que unos planes tengan más validez general que otros. Simplemente, 
para poder hacer un plan local no es imprescindible tener un plan departamental y para hacer un plan 
departamental no es imprescindible que esté aprobado el plan nacional; o sea, se puede empezar por 
cualquier lado, lo que resulta más claro para la realidad de nuestro país. Además, se plantean planes de 
distintos ámbitos: planes locales, planes departamentales, planes interdepartamentales, planes regionales - 
tienen una diferencia- e instrumentos a nivel nacional. 


Por otra parte, está la concepción integral del territorio, que refiere al reconocimiento de las especificidades 
de los suelos y la interdependencia. El proyecto plantea una categorización de suelos y no una clasificación. 
Había un problema terminológico con la competencia de clasificación de los suelos que tiene el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca -que está bien que la tenga-, por lo que si bien la terminología actual en el 
mundo de habla hispana refiere a la clasificación de suelos, en este proyecto planteamos el término 
"categorización" para distinguirlo y no tener que estar aclarando a cuál nos estamos refiriendo. Se plantea una 
categorización de suelos en correspondencia con la Constitución de la República, que hace referencia a los 
inmuebles urbanos, suburbanos y rurales cuando establece la forma de financiación de los ingresos de los 
Gobiernos departamentales 


Entonces, se acepta esa terminología a los efectos de la categorización de suelos y queda claramente 
establecida la competencia departamental en estas tres categorizaciones de suelos que define la Constitución 
de la República. Esta no plantea la definición de qué son los suelos; en este proyecto, simplemente, se define 
qué es un suelo urbano, suburbano y rural, y algunas subcategorías primarias dentro de estas categorías 
principales. 


Se establecen límites y estándares mínimos para los planes, que son imprescindibles para poder efectivizar e 
instrumentar planes que sirvan para actuar en el territorio. Además, son obligatorios para todas las personas: 
físicas, jurídicas, privadas y públicas. O sea, los planes también obligan a las personas públicas. 


Se plantea el esquema de instrumentos de ordenamiento territorial, que son directrices, estrategias, planes, y 
los programas de actuación como verdaderos proyectos de desarrollo local y regional. 


Se incorporan a los planes otras herramientas para facilitar su implementación. O sea, no solo se 
instrumentan los planes como una regulación para las actuaciones de los privados, con normas que tienen que 
cumplir los privados, sino que sirven como verdaderos instrumentos para que los niveles del Gobierno 
puedan actuar. Por eso, se establece la institucionalidad para la ejecución de los planes y para el control de las 
actuaciones de los particulares en el territorio. 


Hay un mecanismo de actuación que quiero destacar: los programas de actuación integrada y el 
establecimiento de perímetros para ella. La actuación de los Gobiernos departamentales pasa por la 
definición de perímetros de actuación y por el programa de actuación integrada -que es un mecanismo de 
planificación, un tipo de instrumento- en ese territorio, con proyectos que pueden ser de urbanización, de 
reparcelación o simultáneos, estableciendo regímenes y sistemas de actuación diferentes. 


También se establecen nuevas facultades disciplinarias en el control territorial y de policía territorial 
específica, aumentando la competencia de las Intendencias, mecanismos para actuar frente a la utilización 
ilegal de suelos y mecanismos de estímulo y de sanción para la actuación en el territorio, en el marco del 
ordenamiento territorial. 


Se genera una nueva cultura de cooperación, institucionalizando la coordinación entre los niveles de 
Gobierno, en particular a través del Comité Interministerial, con la participación del Congreso de 
Intendentes; o sea, se crea un gabinete territorial con participación de los Gobiernos departamentales y, 
además, con los privados. 


Se genera la posibilidad de establecer operaciones territoriales concertadas, por mecanismos de concertación 
públicos o privados, dentro de los perímetros de actuación. Esto no implica la expropiación o la compra de 
ese suelo; puede ser todo suelo privado. Lo que se plantea son mecanismos para trabajar, dentro de esos 
perímetros de actuación, en acciones de concertación público privadas y, en particular, se plantea la 
posibilidad de desarrollar empresas de economía mixta para el desarrollo territorial. 


Esto implica políticas públicas estables, estabilidad y previsibilidad en las políticas públicas, o sea, eso que 
llamamos políticas de Estado, políticas públicas construidas socialmente, con validación social y ambiental 
previsibles. 


Implica disponibilidad de suelo en el mercado. Dijimos que el suelo es un recurso. El territorio es un 
patrimonio, pero además es un recurso de producción. No puede ser que el suelo no esté disponible y que se 
especule reteniéndolo. Entonces, se plantean mecanismos para que los Gobiernos puedan actuar frente a la 
retención especulativa de suelo, que dificulta el desarrollo, de modo que se libere suelo al mercado, el suelo 
como un activo productivo. En ese marco se prevén mecanismos de fraccionamiento y de utilización 
obligatoria, que sean causal de expropiación. 


El control sobre la utilización irregular de suelo está previsto a través de dos mecanismos: la posibilidad de 
declarar en los planes suelos o inmuebles necesarios para la aplicación de los planes y la prescripción 
adquisitiva abreviada frente a algunas situaciones de ocupación irregular. 


Se establecen delimitaciones al ejercicio de la propiedad inmobiliaria o de suelo, en función del interés 
general, como marca la Constitución de la República, a través de la gestión planificada del territorio. Es a 
través del establecimiento de planes que se delimita el ejercicio de la propiedad privada del suelo. 


Hay mecanismos de acceso al suelo y recursos para su aplicación. Los Gobiernos departamentales van a tener 
mecanismos de acceso a suelo y a recursos para implementar los planes, en particular, el retorno de las 
valorizaciones, que en nuestro sistema jurídico ya existe para cuando un Gobierno hace obras que modifican 
el valor del suelo. El valor del suelo no se puede alterar por acciones de los particulares. Un particular puede 
hacerle mejoras y entonces lo que vale son esas mejoras, pero el valor del suelo es una construcción social 
que depende de la sociedad. Es la sociedad la que altera ese valor, por factores culturales, como es el caso de 
cambios en los hábitos. Yo siempre digo que a la familia Carrasco le tocó la peor estancia, porque en aquel 
momento la arena no valía nada, mientras que a las familias Buschental, De Castro y a otros les tocó mejor 
estancia, porque el suelo era productivo y tenía otro valor. Pero esa realidad cambió por la sociedad: un suelo 


bajó y otro subió, en función de la sociedad. Ni Carrasco ni en su momento otros pudieron hacer nada para 
que cambiara. Es la sociedad la que provoca cambios en el valor del suelo. Se puede convencer a la sociedad, 
pero no puede generar cambios en el valor del suelo. 


El gran cambio en el valor del suelo está determinado por las decisiones que toman los Gobiernos. Cuando 
una Junta Departamental vota el pasaje de un suelo de la condición de rural a urbano multiplica por veinte, 
por cuarenta o por cien el valor de ese suelo. Esos son los votos en la Junta Departamental. Son los Ediles 
quienes cambian el valor de ese suelo, mientras que el particular no puede hacer nada. Los escribanos cuando 
definen el concepto de suelo hablan de salida fiscal. El suelo es originariamente de la comunidad. Entonces, 
el propietario individual tiene todo el derecho de propiedad, pero con la obligación de compartir ese aumento 
de valor en el cual él no puede incidir, o sea que cuando la sociedad provoca un cambio de valor tiene que 
participar en ese aumento de valor o valorización. 


Entonces, lo que se plantea es un mecanismo para que retorne a la sociedad, representado por el Gobierno 
departamental, parte de ese aumento de valor que provoca esa decisión. Además se plantean mecanismos de 
distribución de cargas y beneficios. En el ordenamiento territorial -es muy claro en la realidad urbana, que es 
a la que estamos más habituados-, un plan u ordenanza de edificación, altura o retiros, puede aumentar el 
valor del suelo de algunos propietarios y disminuir el de otros. Lo que se plantea es la posibilidad de que los 
planes prevean mecanismos para que esos aumentos y disminuciones de valores se compensen entre los 
propietarios. Esto está previsto en el derecho contemporáneo y está ya implementado en algunas normas 
departamentales. Ha sido aceptado no solo por la jurisprudencia sino por la sociedad, por lo cual se plantea 
una previsión a nivel jurídico, así como mecanismos para que esos mayores aprovechamientos que pueden 
tener los terrenos o los inmuebles puedan comercializarse. 


Esto da seguridad jurídica a través de la planificación y de la implementación de la planificación. Los 
particulares saben lo que va a pasar, habiendo planes. 


La validación ambiental pasa por la evaluación ambiental estratégica. Se establece un procedimiento 
ambiental facultativo. Los Gobiernos departamentales pueden hacerlo o no, pero tiene importantes 
consecuencias. En la medida en que el plan esté certificado en su garantía de sostenibilidad, se simplifican 
los trámites posteriores de evaluación de impacto ambiental. Si el emprendimiento está previsto en el plan, la 
tramitación de la evaluación de impacto es mucho más sencilla. 


Hay algunas disposiciones cautelares referidas al suelo, en particular la exclusión del suelo en el proceso de 
urbanización y algunas medidas para las zonas costeras. También existe un capítulo muy novedoso en la 
legislación. 


Estos tres conjuntos, en el capítulo de garantías de sostenibilidad, son muy novedosos inclusive a nivel de la 
legislación latinoamericana. En alguna oportunidad en que han asistido expertos y gobernantes de países 
vecinos nos han manifestado esto. Tanto la garantía de sostenibilidad como la prevención de riesgos son muy 
novedosas. Precisamente estamos en estos días trabajando con el Sistema Nacional de Emergencia, que está 
pensando en cómo prevenir. Aquí hay instrumentos que dan capacidades a los Gobiernos departamentales 
para la prevención de riesgos. 


Lo que se plantea es la integración social en el territorio con equidad, de manera de superar las segregaciones 
o exclusiones en el territorio. Entonces, ahí lo que se prevé es una coordinación con las políticas 
habitacionales, con la ley del Plan Nacional de Viviendas y la reserva del suelo para la vivienda de interés 
social, a través de porcentajes mínimos para las actuaciones de urbanización y de la creación de carteras de 
suelo para vivienda de interés social. 


En cuanto a los contenidos de la ley, esta tiene una exposición de motivos en la cual, en otro orden, se 
plantean estos temas a los que yo me he referido y el caso del plan de la CIDE y del abandono del modelo 
desarrollista, puesto que no se han construido en el territorio políticas de largo plazo y existe la necesidad de 
generar un marco planificador de políticas públicas para el desarrollo. También se destaca la importancia de 
las Intendencias. 


En cuanto a la estructura de la ley, si bien tiene ocho títulos la podemos separar en cinco grandes grupos. Hay 
un marco general, un título que refiere a los instrumentos de planificación, un título para el desarrollo 


territorial sostenible -donde están los instrumentos que refieren a eso-, luego mecanismos de actuación y 
control y, finalmente, participación y articulación interinstitucional. 


El Título I refiere a las disposiciones generales de ordenamiento territorial, que es lo más parecido a 
proyectos anteriores. La incorporación novedosa aquí es el capítulo de derechos y deberes territoriales, que 
contiene los principios, la materia, lo usual en leyes de este tipo. | 


El Título II corresponde a los derechos y deberes territoriales de las personas. 


El Título II refiere a los instrumentos de planificación territorial. Allí se hace el catálogo de instrumentos 
disponibles. En el caso de los instrumentos del ámbito departamental, con una mención muy breve, se deja 
amplio margen de actuación a las realidades departamentales. Esto va a obligar a mecanismos de 
coordinación. Nosotros estamos con el Congreso Nacional de Intendentes, a través de la Comisión Sectorial 
de Descentralización, planteando la búsqueda de mecanismos para no tener diecinueve realidades legislativas 
absolutamente diferentes. Esto no sería a través de la imposición en una ley nacional sino a través de 
mecanismos de coordinación con el Congreso Nacional de Intendentes. 


En el Título referido a la planificación para el desarrollo sostenible lo más destacable son los mecanismos de 
categorización de suelos. 


En lo relativo a la actuación y al control, se establecen instrumentos de actuación y control en el 
ordenamiento territorial 


El Título VI institucionaliza la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial y dispone que los Gobiernos 
Departamentales deberán establecer mecanismos propios de participación social. Asimismo se disponen 
mecanismos de coordinación interinstitucional para el ordenamiento territorial, que es el Comité Nacional, 
con la participación del Congreso de Intendentes. Además, se incluye un artículo referido a las obras públicas 
y cómo se superan los contenciosos entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos departamentales, los que 
pueden culminar en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo cuando no se llegue a acuerdos. 


En el último Título, referido a disposiciones especiales, se incluyen algunas modificaciones legislativas a la 
ley de administración de los departamentos, la llamada Ley Orgánica Municipal de 1935; la incorporación de 
una competencia al Intendente y de una competencia a la Junta Departamental en materia de ordenamiento 
territorial; la modificación a la ley de centros poblados, especialmente terminológica para que cierre -estamos 
trabajando en una directriz nacional para ampliar la ley de centros poblados-, y alguna otra modificación 
legislativa en algún otro tema. Esto en la búsqueda de construir un marco para la gestión planificada del 
territorio que sea ambientalmente sustentable, tenga equidad social y un enfoque de cooperación entre los 
niveles de gobierno. 


Para terminar, quiero hacer una cita de la Declaración de Naciones Unidas del año 1996, en la que se 
determina que la ausencia de una planificación adecuada es una de las causas del desarrollo no sostenible de 
la humanidad. Tenemos que trabajar para construir esa gestión planificada del territorio en pos del desarrollo 
de nuestra sociedad. 


SEÑOR PATRONE.- En primer lugar, quiero felicitar al Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial y agradecer su comparecencia a esta Comisión acompañado de sus asesores, de su equipo 
técnico, que ha trabajado en este largo proceso para la concreción de este proyecto de ley de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible que ya tiene la sanción del Senado. 


A efectos de proseguir en el análisis de este tema, que a partir de hoy será parte de la discusión de esta 
Comisión, haremos algunas preguntas para continuar profundizando el conocimiento previo. Entre otras 
cosas, la finalidad de esta comparecencia, que se ha cumplido con creces, era que se nos brindara ese 
panorama global que determina el articulado que pasaremos a discutir luego. 


Algunos aspectos del proyecto de ley son innovadores y supongo que serán parte del posterior trabajo de 
reglamentación. Me refiero a la conceptualización de la evaluación ambiental estratégica incorporada en este 
proyecto de ley. Con ella pasaremos prácticamente a ser el primer país de América Latina en incorporar este 
concepto a un texto de rango legal. Me gustaría que se desarrollara este tema para saber cómo lo visualizan. 


El otro aspecto que quiero resaltar tiene que ver con la importancia de que las directrices nacionales cuenten 
con la aprobación del Parlamento. Otro aspecto innovador: que un tema tan técnico, pero con una clara y 
profunda connotación social -como bien desarrolló el señor Director Nacional de Ordenamiento Territorial-, 
tenga a su vez una discusión en la Casa que representa al pueblo. Me refiero a que las directrices nacionales 
no sean exclusivamente una voluntad del Poder Ejecutivo, sino que tengan aprobación parlamentaria. 


Es otro de los temas que nos interesa señalar, además de los valores agregados desde el punto de vista de la 
participación, de la descentralización política, del protagonismo que adquieren los Gobiernos 
departamentales. Este último aspecto surge con mucha nitidez y tiene que ver con la flexibilidad de todo este 
cuerpo normativo que hace que pueda desarrollarse desde los distintos ángulos y enfoques. Es decir que 
puede desarrollarse tanto desde lo general a lo particular como desde lo particular a lo general o en planos 
intermedios, sin que esto signifique alguna alteración, frente a lo que podría ser un sistema rígido, estático. 
Precisamente, esta flexibilidad es otro valor agregado que entendemos muy importante. A pesar de que somos 
partidarios de la planificación -este es un claro ejemplo de lo que representa la planificación-, hemos visto 
que el desarrollo de sistemas planificadores muy rígidos en las experiencias mundiales ha demostrado que 
esa rigidez es lo que los hace inviables o, por lo menos, no les permite dar soluciones rápidas en el momento 
en que se requieren. 


En síntesis, queremos agradecer la presencia del equipo técnico de la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial y felicitarlos por el trabajo que están desarrollando. A su vez, nos gustaría conocer más detalles 
sobre estos temas. 


SEÑOR MAZZULO.- En primer lugar, quiero agradecer la visita del señor Director Nacional de 
Ordenamiento Territorial y de todo su equipo de asesores. 


En segundo término, queremos decir que nosotros recién estamos comenzando con este trabajo y que cada 
uno de nosotros está trabajando en el mismo con su cuerpo de asesores para empezar a debatir el tema, dado 
que ya tenemos un adelanto de la discusión que se dio en el Senado. 


En lo que me es personal, voy a trabajar con mucho gusto en este tema porque me atrae y me apasiona, y esto 
tiene su fundamento. En 1995, cuando asumí por primera vez como Intendente, me encontré con una ciudad 
de Trinidad muy venida a menos, gris, con calles muy chicas, con accesos que no concordaban con la idea 
que quien en aquel momento asumía tenía para empezar a valorizar esa ciudad y luego expandirse hacia los 
demás centros poblados, siguiendo un plan estratégico a nivel departamental. Teníamos la idea pero en 
nuestro departamento no existían los aspectos necesarios para empezar a desarrollarla. Por eso, empezamos a 
hacer averiguaciones y llegamos al Ministerio, y debo decir que desarrollamos un trabajo que si bien no se 
completó porque faltaban las armas necesarias -que vamos a tener hoy aquí-, fue realmente interesante, 
importante y se lució en todo el país. Debo hoy destacar -nobleza obliga- que guardo un gran recuerdo y que 
siento un gran reconocimiento por el arquitecto Ligrone, que hoy está aquí y que fue quien nos dio una mano 
enorme para manejar todas las inquietudes que teníamos; él fue el ordenador de las ideas locas que en aquel 
momento se nos ocurrían producto de la ansiedad de sacar adelante el departamento, de cambiarle la cara con 
los planes estratégicos, por ejemplo, en materia de turismo. En aquel entonces era prácticamente increíble 
que pudiera haber turismo en Flores, en el centro del país; se decía que Flores no tenía nada que ofrecer. Sin 
embargo, al día de hoy se desarrolla un agroturismo cultural como no hay en otros lugares, que sí ofrecen 
otras alternativas. 


Se hizo todo un relevamiento del departamento. Mi gran preocupación era que en la ciudad de Trinidad los 
emprendimientos industriales se instalaban donde querían y como querían, y no había ninguna norma que lo 
evitara. Ese gran trabajo planificado que se realizó nos permite ahora delimitar zonas limpias y zonas sucias 
en las que se pueden instalar los talleres, que representan un gran problema para la ciudad. En ese sentido 
también hubo una planificación, un trabajito previo que se hizo muy bien. 


Además -lo señalaba muy bien el señor Director-, el trabajo fue completito, porque se consultó a la gente, que 
no podía estar ajena a todo este movimiento. Insisto: hicimos participar a la gente y también a los principales 
operadores del departamento -tanto operadores comerciales como turísticos, etcétera-; debatimos las ideas 
que teníamos y analizamos qué querían ellos para el departamento y si nuestra planificación estaba bien 
orientada en ese sentido. Al día de hoy ustedes pueden ver cómo cambió la ciudad de Trinidad y todo el 


departamento de Flores con relación a lo que eran hace algunos años; cambió lo que presentamos a nuestra 
gente y a quienes nos visitan. Fue mucha la motivación que generó todo esto. 


Había una cuestión que a mí me preocupaba muchísimo y que el Director también mencionó: el 
ahuecamiento del centro del país. Eso es algo que preocupa tremendamente y que hoy se sigue dando por la 
falta de oportunidades. Nosotros entendíamos que el plan que estábamos haciendo -que se completará con el 
que ahora se presenta- tenía que involucrar a toda la zona centro del país; se trataba de que el Intendente de 
Flores no trabajara solo en su chacrita y por su departamento, sino de motivar al resto de la región. Y así lo 
hicimos: nos trasladamos a Durazno, Florida, Tacuarembó e, inclusive, a Lavalleja, y empezamos a hacer 
talleres y a elaborar un plan para cada departamento. Comenzamos a descubrir cuáles eran los puntos débiles 
y los puntos fuertes e intentamos que no se diera una superposición de actividades y que pudieran explotarse 
los puntos fuertes y potenciar los débiles. Hoy por hoy podemos decir que, por suerte, pudimos concretar un 
plan, aunque los Intendentes todavía no hemos logrado lo que pretendíamos que, obviamente, como todo, 
cuesta mucho. Inclusive, en Flores, cuando estábamos en pleno desarrollo, instalaron unos silos a la entrada 
de la ciudad y nos enchastraron todo el trabajo que estábamos haciendo, pero no en aquel momento no 
teníamos nada como para detener eso. Insisto: aunque se logró ejecutar un buen plan, diría que quedamos en 
los tres cuartos de su concreción, porque no conseguimos aquello por lo que tanto trabajábamos, aquello que 
tanto queríamos y respecto de lo que Ligrone tanto nos motivaba, que era ejecutar el 100% del plan director. 
Lamentablemente, no fue posible. Yo fui reelecto; luego empecé a motivar a otros Intendentes más jóvenes 
que vinieron después y las cosas caminaron un poquito más, pero en 2004 me retiré. De todos modos, el 
material quedó a disposición de los nuevos Intendentes que asumieron y sé que están trabajando un poco en 
eso. 


Con esta historia -si quiere llamarla así- le estoy diciendo que este que tenemos es un gran material para 
estudiar y discutir, pero que es lo que estábamos esperando y, sin duda alguna, va a hacernos un enorme bien 
a todos, fundamentalmente a los Gobiernos departamentales que sepan aprovecharlo, porque lo he leído y 
pienso que es un gran trabajo, más allá de algunas cosas que habrá que discutir. 


Agradezco vuestra visita y la exposición que han realizado. Sin lugar a dudas, en el devenir del estudio de 
cada uno de los artículos y de todo el material volveremos a entrevistarnos con ustedes, a los efectos de poder 
arribar a una conclusión final que permita que en este caso el consenso sea total y la votación, unánime, 
porque este es un muy buen trabajo que le hace mucha falta a nuestro país. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quiero sumarme al agradecimiento por la presencia del Director Nacional y 
de sus asesores. 


Nos han llamado mucho la atención algunos cambios que se han introducido en el Senado al proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo; quisiera saber si el Director podría contestarnos a qué se deben. En la página 
1 de la iniciativa del Poder Ejecutivo figura "Ordenamiento y desarrollo territorial sostenible"; en cambio, en 
lo que viene del Senado dice "Ordenamiento territorial y desarrollo sostenible". El concepto es absolutamente 
diferente y no sé por qué lo cambiaron; aparece en varios capítulos. 


Además, quisiera saber si la Dirección puede enviarnos un comparativo que recoja los cambios que hay entre 
lo que envió el Poder Ejecutivo y lo que aprobó el Senado. 


En la experiencia que hemos tenido desde el área ejecutiva con la DINOT siempre hemos tenido problemas. 
Creo que este proyecto de ley debe ser estudiado y aprobado lo antes posible. 


No sé si el señor Director ha estado en Artigas, pero realmente lo que está sucediendo es un desastre -para 
decirlo de alguna manera- en todo lo que se refiere a la organización urbanística de la ciudad. Esto sucede 
porque hay una competencia de territorios. Es decir, si bien los terrenos de AFE están dentro de la ciudad, le 
pertenecen a AFE y la Intendencia no puede actuar sobre algo que no le pertenece. Esto nos preocupa 
profundamente porque son áreas muy valorizadas y hoy se está produciendo una invasión progresiva de esa 
área, que es importantísima para el desarrollo urbanístico y dejaría realmente integrada a esa ciudad que 
siempre estuvo cortada al medio. Por lo tanto, nos parece que este proyecto de ley puede, de alguna manera, 
solucionar este problema. 


Por ende, nosotros vamos a estudiar este tema y le vamos a hacer llegar los comentarios a la Comisión para 
que la Dirección nos pueda contestar efectivamente. 


Desde el comienzo ya vemos una diferencia entre lo que envió el Poder Ejecutivo, que nos parece adecuado, 
y lo que vino del Senado, porque se realizaron alteraciones que no nos parecen convenientes ya que cambian 
absolutamente el concepto. 


Además, nos parece sumamente importante la instancia de la conjunción del trabajo entre las Intendencias y 
la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. Decía al principio que con la DINOT siempre hemos 
tenido problemas. Yo recuerdo haber firmado con la DINOT no menos de tres contratos o formas de trabajo y 
todas fracasaron. 


Creo que un país que tiene tan pocos recursos debe estudiar profundamente cómo los va a invertir. En los dos 
períodos en que estuve al frente de la Intendencia, invertimos alrededor de US$ 4:500.000 en asentamientos 
irregulares. Y creo que lo primero que tenemos que implementar es que las Intendencias puedan tener, 
conjuntamente con el Ministerio, recursos necesarios para comprar chacras que hoy están disponibles, que 
tienen saneamiento, luz y agua, y no dejar que nuevamente otros asentamientos -que ya se están formando, 
aunque por ahora por suerte son pequeños- hagan que luego se tenga que gastar otros US$ 4:500.000 cuando, 
quizás, con esa misma plata se le podría dar a las familias no solamente la propiedad de la tierra, es decir, los 
lotes con servicios, sino también ayudarlas a construir su propia vivienda. 


Sé que este es un tema bien complejo y que muchas veces la autonomía municipal complica un poco las 
cosas, así como también la relación entre el Intendente y la Junta. 


Me ha llamado la atención, entre otras cosas, que en uno de los artículos se le otorga a la Intendencia la tarea 
de policía. Estoy absolutamente en desacuerdo con que se utilice la expresión "policía territorial" porque, en 
definitiva, ese no es el concepto que la gente tiene de la función de la Policía. Si no, tendríamos Policía, 
Poder Judicial, policía sanitaria, policía tributaria, etcétera y me parece que no es adecuado y que sería mejor 
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usar términos como "cuerpo inspectivo", "supervisores", etcétera. 


La exposición ha sido brillante y cuando recibamos la versión taquigráfica vamos a ir estudiando el tema. 
Tenemos muchas ganas de participar en un proyecto que puede solucionar aspectos que son sumamente 
negativos. Estamos en el Ejecutivo desde el año 1989 y vemos que no ha variado nada. Nosotros le 
presentamos a AFE cinco proyectos y todos fueron rechazados. A veces nos decían que el proyecto había 
pasado al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, a su vez, el Ministerio nos decía que había pasado a 
AFE, etcétera. Hay una serie de problemas y los departamentos no se pueden dar el lujo de tener esa 
desorganización, que cuesta mucho corregir. 


El señor Director conoce Artigas y sabe que tanto en el caso del centro poblado Pintadito como en el de Cerro 
Ejido se hizo una regularización en un área absolutamente inapropiada, pero la realidad era que las casas 
estaban hechas; empiezan siendo un ranchito y luego se transforman en casas bien dignas. Por lo tanto, creo 
que uno de los principales temas que hay que encarar es que la DINOT, en conjunto con las Intendencias, 
tenga la distribución del Fondo del Desarrollo del Interior. 


El señor Diputado Mazzulo manifestó que cuando fue Intendente se compraron carteras de tierras. Nosotros 
lo tratamos de hacer y propusimos que todo lo que se recaudara por la venta de los terrenos del centro de la 
ciudad, que serían alrededor de US$ 700.000, la mitad fuera para el Gobierno y la otra mitad para las 
Intendencias, con la condición de que la parte de las Intendencias se destinara a comprar una cartera de 
tierras. 


Voy a estudiar más a fondo el proyecto porque quiero que termine siendo magnífico y que pueda solucionar 
todos los problemas que nos preocupan mucho. 


Quiero contar una anécdota. En el año 1999 implementamos un decreto para no permitir más tráilers en la 
ciudad por motivos higiénicos y de organización urbanística. En ese momento realizamos un enorme 
esfuerzo para dar los recursos a las personas y no quitarles su trabajo. Además, construimos lugares dignos 
con saneamiento, agua potable, etcétera. Hoy todo eso cayó al suelo. Cuando voy a Artigas, cada diez o 
quince días, veo un nuevo tráiler, pero ya no el que se puede mover, sino fijos, con cimientos, y es un 


verdadero desastre. Por lo tanto, creo que el concepto de Estado debe aplicarse también a nivel 
departamental. 


Agradezco profundamente al equipo de asesores. Espero que hayan entendido mi propuesta, que es un poco 
la relación entre lo que hemos leído con la práctica que tuvimos, y la desazón que hasta el momento hemos 
tenido con la DINOT para llevar las cosas a la práctica en forma rápida. Recientemente se ha votado una ley 
en la que se establece que las invasiones de terrenos, luego del proceso judicial, pueden llevar a la cárcel, 
etcétera. 


Reitero que no estoy de acuerdo con el término "policía" porque se estarían confundiendo los nombres. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Quiero decir que realmente he quedado impresionado con el informe. En esta 
síntesis se manifiesta un gran trabajo y hay que reconocerlo. A mí me gustan todas estas cosas de 
imágenes. La imagen vale más que mil palabras. Pero si está la imagen, la palabra y el texto, realmente 
tenemos un escenario importante que, junto con el comparativo que pidió el señor Diputado, nos 
ayudará a ver algunos detalles. 


En cuanto al concepto general, si fuera por mí y por nuestra bancada estaríamos votando esto, pero como 
decía el señor Diputado Mazzulo -comparto con él esta idea-, esto constituye una herramienta que 
indudablemente trasciende cualquier mezquindad política. Estamos mirando por nuestros hijos y nietos y por 
los hijos y nietos de Mazzulo y por los hijos y nietos de todos los habitantes de este país. Por lo tanto, esto 
trasciende. 


En la discusión en el Senado advertimos también que esto recogió opinión favorable, aunque después las 
votaciones no acompañaron esas opiniones que se habían dado en el ambulatorio. De todas formas, me 
parece que esto hace al país. 


Además, acompañamos las reuniones en el Ministerio de Turismo y Deporte, que se hacían normalmente. 
Hemos seguido la correspondencia de esa página en la que se hacían los aportes. Esto muchas veces nos 
desbordaba porque hay aspectos muy técnicos. Pero en lo que hace a la visión política, tengo opinión 
formada sobre qué es lo que quiero para este país, que en última instancia es lo que quiere toda la Comisión. 
Puede haber matices, pero es lo que quiere la Comisión. Por lo tanto, esto reafirma las cosas que teníamos. 
En este tema, hemos mencionado al compañero Diputado Patrone; compañero de orejas muy grandes y con 
una formación estupenda desde el punto de vista político, y ni qué hablar en la parte urbanística, que es su 
formación técnica. Nosotros apelamos a su formación política, que no es mayor que la de los representantes 
de los demás partidos. No estamos hablando de eso. Pero en lo que hace a nosotros, sin querer menoscabar la 
formación de los demás integrantes de la bancada de Gobierno, es el compañero idóneo en ese sentido. 


No tenía intención de hacer uso de la palabra. Simplemente, cuando el señor Diputado Signorelli pedía un 
estudio comparativo, lo único que hice fue asentir ante dicho requerimiento. Pero aprovecho para saludarlos, 
lo que ya he hecho. Saben el respeto que tengo por los que conozco. Por los que no conozco, nos 
conoceremos e, indudablemente, ya tenemos esta muestra del valor del equipo que apoya al señor Director. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Primero, desde ya trasmito la disposición para venir las veces que lo 
entiendan conveniente, necesario y útil para analizar distintos aspectos. 


Voy a ir en el orden en que fueron planteados los temas. 


Realmente, la evaluación ambiental estratégica es una innovación. En América Latina, por lo que hemos 
podido averiguar con nuestros contactos institucionales, el único país en que hay algo pero no a nivel 
legislativo, es en Chile. En otros países no hay nada; hay alguna discusión como la de alguna provincia en 
Argentina, pero que no ha llegado a convertirse en norma. 


Nos parece que es un instrumento formidable. El ex Ministro Arana, actual Senador, siempre dice que la 
mayoría de los problemas ambientales, en realidad, son problemas territoriales. Muchos de los conflictos 
sociales con el rótulo de ambiental, en realidad, están escondiendo disfunciones territoriales; se trata de 
localizaciones mal encuadradas o mal previstas en la estructuración del territorio. Entonces, se va a tener una 
certificación de la sustentación ambiental respecto a los planes, que no es simplemente llevar el plan una vez 


terminado a hacer un trámite en la DINAMA sino que, como dice el proyecto de ley, debe integrarse a la 
formulación del plan cuando se está elaborando; o sea, se trata de tener la evaluación ambiental que permita, 
al final, certificar el plan como ambientalmente sustentable. 


Con el apoyo de la Junta de Andalucía, hicimos un seminario muy interesante con un experto español en este 
tema. Estamos empezando a instrumentar en el Ministerio -obra en conocimiento del Parlamento- un 
proyecto de fortalecimiento de la capacidad de gestión ambiental en el país, con un préstamo del Banco 
Interamericano de Desarrollo, y una parte importante -conceptualmente, no en los números- es precisamente 
la que nos permitirá instrumentar y reglamentar este instituto de evaluación ambiental estratégica. 


De cualquier forma, por acuerdo con el Intendente Municipal de Paysandú, en el convenio por el cual 
estamos cooperando con ese departamento planteamos la revisión del plan. Paysandú tiene un plan bastante 
reciente y la Intendencia quiere hacerle una revisión parcial. Allí, de común acuerdo pusimos la evaluación 
ambiental estratégica. Vamos a intentar hacer una primera experiencia que, además, está prevista en los 
documentos de préstamo con el BID. En estos documentos, como parte del diseño del instrumento se prevé 
probarlo en dos departamentos. Uno va a ser el de Paysandú y veremos cuál es el otro departamento en 
función de las capacidades instaladas. Paysandú tiene una larga tradición de contar con una oficina de 
ordenamiento territorial; no es el caso de otros departamentos, desgraciadamente. 


Con relación a que las directrices nacionales -que es una denominación bastante tradicional, aunque ha 
habido otras propuestas- sean aprobadas por el Parlamento, en todos los proyectos anteriores, incluso en el 
que envió el Poder Ejecutivo en el año 2000 al Parlamento, se planteaba aprobarlas por decreto del Poder 
Ejecutivo. Nosotros creemos que, según la realidad institucional por un lado y la realidad política de la 
voluntad del Gobierno nacional de impulsar la descentralización por otro, se justifica que dichas directrices 
sean sancionadas por el Parlamento, o sea que si se afecta el territorio de un departamento, sea por ley. Si hay 
un instrumento, un plan nacional que establece una disposición de rango general, de rango nacional, debe ser 
aprobado por el Parlamento y no por el Poder Ejecutivo, a fin de evitar además contenciosos posteriores. A su 
vez, constituye una buena señal política, como decía el señor Diputado Patrone. 


Él destacaba también la flexibilidad de los planes, que es una concepción moderna. El plan tiene enorme 
valor como orientación de la acción, como regulación de las conductas de las personas, ya lo dije. Pero 
además tiene el enorme valor de la elaboración del plan en cuanto al conocimiento de la realidad: que la 
sociedad y el Gobierno conozcan mejor la realidad, entiendan cómo funciona y proyecten el futuro de ese 
territorio. Entonces, ese conocimiento y ese plan dan las mejores condiciones para adaptarlo y revisarlo. 
¿Cómo es posible revisarlo? En la medida en que se monitoree y se haga un seguimiento del plan. Es decir: 
que haya alguien que permanentemente vea qué está pasando en el territorio a fin de corregir disfunciones 
que puedan venir de errores del plan, porque no hay planes infalibles. Entonces, la flexibilidad del plan se 
basa en la información y en la capacidad de revisión. 


Mencioné al pasar que había algunos antecedentes. El señor Diputado Mazzulo citaba uno de ellos. Creemos 
que los antecedentes más importantes arrancan a fines de la década del noventa, básicamente con el trabajo 
en el área suroeste a partir de la iniciativa del puente Colonia-Buenos Aires, cuya construcción parecía 
inminente. Allí hubo un esfuerzo planificador importante que significó un progreso técnico. Otro esfuerzo 
simultáneo fue el del Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo. Esos son los dos primeros grandes 
ejemplos de una planificación moderna en el país. 


Después estuvo la planificación de la región centro -el señor Diputado Mazzulo se olvidó de mencionar a 
Tacuarembó, que intervino por la región sur del departamento, especialmente por Pasos de los Toros-, con 
distinto éxito, porque no todos los documentos que se elaboraron fueron enviados a las Juntas y no todas los 
consideraron y aprobaron. Esta es una vieja historia en nuestro país de proyectos en este tema que llegan a las 
Juntas y no logran salir. Como bien mencionaba el señor Diputado Signorelli, hay dificultades en construir 
políticas de Estado, políticas públicas y estables a nivel de los departamentos. Esta es una sabiduría que 
también debe construir nuestra sociedad. 


Por otra parte, hubo algunos esfuerzos planificadores, como el Plan de Paysandú que mencioné, y algunos 
otros para los que se han contratado consultores o contado con los esfuerzos de distintas Intendencias, pero 
que no han alcanzado el éxito. El más reciente en el tiempo, es el Plan de Melo, que fue hecho por 
cooperación del Ministerio con la Intendencia de Cerro Largo, que fue enviado a la Junta y ésta terminó 
aprobándolo hace menos de un año. 


Un esfuerzo que me importa destacar, también con cooperación del Gobierno Nacional -a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- y con el trabajo del programa 
PROVIDES, es el plan para la costa atlántica del departamento de Rocha, que después de tres años de 
discusión en la Junta Departamental se votó por unanimidad en el 2003. Este es un esfuerzo de trabajo y de 
gestión planificada en la costa de Rocha, que lleva ya tres Gobiernos nacionales y tres Intendencias 
diferentes. Este es un ejemplo a resaltar de políticas públicas estables. El Intendente actual envía a la Junta, 
sobre todo, profundizaciones, proyectos de detalles, planes derivados de ese plan, y en la Junta se discute y se 
hacen modificaciones, pero se vota por unanimidad. Quiere decir que en el departamento de Rocha hay una 
consciencia del valor de la planificación y de gestión planificada de la costa, una conquista de los rochenses 
que me importa destacar. 


En este momento están vigentes doce convenios del Ministerio de Vivienda con Intendencias. Tres de ellos 
vienen de Administraciones pasadas, en dos casos con renovaciones, y el otro era muy sobre el final del 
anterior Gobierno que todavía está operando. O sea que esto es un hecho histórico pues hay catorce 
Gobiernos Departamentales empeñados en procesos de planificación, doce de ellos con cooperación del 
Gobierno Nacional. Creo que nunca había pasado algo parecido; están rechinando las capacidades. A través 
del presupuesto de la DINOT, estamos cooperando en las maestrías de ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano que forman técnicos en esta área, con la Facultad de Arquitectura. Además, junto con cinco 
Facultades de la Universidad de la República también estamos cooperando con la maestría del manejo 
costero integrado, un tema que hace a seis de los departamentos. Entonces, se está haciendo formación en 
posgrados para generar capacidades en el país. 


Por otra parte, estamos cooperando con los esfuerzos regionales, en particular con la agenda metropolitana, y 
también con un convenio que hicieron las Intendencias de Rocha y Maldonado para la gestión planificada, 
integrada y conjunta de la Laguna Garzón, además de un trabajo con cuatro Comunas departamentales para 
generar insumos de planificación para los centros urbanos en la Ruta N* 7, en lo que ellos se 
autodenominaron "Uruguay profundo" que abarcan las localidades de Valentines, Cerro Chato, Tupambaé, 
Santa Clara de Olimar y Arévalo y esa micro región. 


En cuanto al tema del título, el Senador Moreira nos tomaba el pelo, tanto a la doctora Tierney como a mí, 
diciendo que éramos los lectores más aburridos porque nuestra afición era leer los viernes el acta del 
miércoles de la Comisión del Senado durante un año y medio. En cuanto a la discusión en el Senado sobre el 
cambio de nombre, nosotros no opinamos. Ahí hubo distintas versiones que coincidieron en el cambio de 
nombre, pero no hay una posición unánime; la Comisión del Senado no hizo una fundamentación y cada 
Senador integrante de la Comisión tendrá su propia versión al respecto. Tal vez pudo haber pesado una 
discusión académica respecto a si es conceptualmente posible el desarrollo territorial, o bien quizás la 
voluntad fue enfatizar que el ordenamiento territorial es para el desarrollo sostenible, más allá del desarrollo 
territorial. De todos modos, el Ministerio está convencido de que ello no altera nada y que no es sustancial. 


SEÑOR LIGRONE.- Sobre este tema quiero señalar que es cierto que estás expresiones pueden contar 
mucho sobre todo desde el punto de vista conceptual y académico. A nivel internacional hay congresos 
que discuten sobre si es mejor ordenamiento territorial a secas o si además se le agrega ordenamiento y 
desarrollo territorial. Hay quienes discuten si desarrollo territorial tiene sentido porque al ser genérica 
la expresión "territorial" no se aplica a un espacio concreto como puede ser el desarrollo local, el 
desarrollo rural, el desarrollo calificado como sostenible o a secas como desarrollo. En ese sentido, es 
obvio que no es lo mismo sobre todo por el hecho de que hay diferentes bibliotecas y grupos. En todas 
partes del mundo se discute mucho, tanto en Europa como en América Latina, cuál es la denominación 
más adecuada para los tiempos que corren. En los años noventa estaba de moda determinadas 
expresiones, a fines de los noventa otras y, ahora, unas diferentes. Recientemente estuve en el Instituto 
de América Latina en París para trabajar sobre un análisis comparado de la legislación y de las 
políticas de ordenamiento territorial de los países del MERCOSUR con la legislación europea y la de 
Francia. Justamente, uno de los temas fundamentales fue analizar el concepto, los nombres y los 
principios. 


Con quienes me ayudaron en este trabajo, hemos visto que prácticamente existen todas las combinaciones 
posibles de estas palabras mágicas, todas con todas o bien agrupadas de a dos o de a tres. En definitiva, 
sacamos como conclusión que, más allá del título, lo fundamental es lo que viene luego, es decir, los 
principios y los instrumentos. En la legislación paraguaya -que todavía no fue aprobada- sobre ordenamiento 


ambiental del territorio -para complicarlo un poco más- cuando uno la lee puede observar que dice lo mismo 
que ordenamiento territorial a secas. Lo sustantivo -eso fue una lucha de los noventa, desde la DINOT y a 
brazos partidos en muchos momentos con colegas y universitarios- es analizar si el desarrollo está metido o 
no dentro del ordenamiento territorial, es decir, si concebimos el territorio solamente como un soporte físico - 
como dijo al principio el señor Director Villarmarzo- donde ordenamos un placard o si el tema del desarrollo 
importa. Me parece que esto es lo sustantivo y es lo que este proyecto contempla. Tanto los ejemplos 
planteados por el señor Diputado Mazzulo como por el Director Villarmarzo muestran que desde la DINOT 
hemos trabajado de manera constante desde los primeros tiempos, con la cooperación francesa metida, en la 
idea de ordenamiento territorial y desarrollo. Los franceses lo tienen claro desde Charles De Gaulle, para la 
reconstrucción de Francia, hizo que el ordenamiento territorial fuera materia sustantiva del desarrollo 
económico. O sea, el ordenamiento territorial entró por la puerta grande en Francia, siendo el eje fundamental 
de la política económica. Muchos años después, nosotros estamos tratando de que el ordenamiento territorial 
entre -aunque no por la puerta grande-, para mejorar las políticas públicas, entre ellas la económica, con la 
dimensión espacial, con la dimensión integradora, con el desarrollo sostenible, etcétera. 


No digo esto para eludir la discusión sobre cuál de los títulos es mejor, sino para dar cierta tranquilidad en el 
sentido de que lo importante es que estén las palabras desarrollo, territorio y sustentable y, luego, que el 
contenido y los instrumentos sean los adecuados. 


SEÑOR PATRONE.- Comparto plenamente lo manifestado por el Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial, arquitecto Villarmarzo, y por el Director de la División Políticas y Planes Territoriales, 
arquitecto Ligrone, con relación a este tema y, fundamentalmente, con el concepto de que aquí lo 
importante es el contenido y no tanto al título. 


Con relación al título, también podemos decir que a nivel del medio ambiente todavía estamos en la discusión 
de si corresponde utilizar el término sustentable o sostenible. Es más: en la última reunión del Parlamento 
Latinoamericano, cuando se utilizó el término "sostenible", se hizo la aclaración de que ese término era 
equivalente a la palabra "sustentable" para Argentina y a México, que son los países que todavía utilizan el 
término "sustentable" en vez de "sostenible". Como Naciones Unidas estaba usando el término "sostenible", 
nos encontramos con el problema de que nos referíamos a las mismas cosas con diferente adjetivación. Esto 
es tan así que resulta que en Francia inventaron una palabra -quizás el arquitecto Ligrone me pueda ayudar-, 
que no es sustentable ni sostenible, para dilucidar este tema y darlo por finalizado. 


SEÑOR LIGRONE.- La palabra es "durable". 
SEÑOR PATRONE.- Efectivamente, la traducción al español sería la palabra "durable". 


Pero, además, en nuestro idioma estamos inventando palabras permanentemente. Por ejemplo, en la sesión de 
Cámara del día de ayer descubrí una nueva palabra: ilegitimización. Esa palabra no existe, pero se usó 
repetidas veces. Si queremos, la legitimamos, pero no existe. Y está el problema de que técnicamente, 
también se inventan palabras. Nosotros, los arquitectos, también tenemos vocación en ese sentido, como 
ocurre con los médicos. Cada uno, en su técnica, inventa palabras. Por ejemplo, ahora, los arquitectos usan 
mucho el verbo "apalancar". Es así. El término "territorial" significaría: "en el territorio". Ahora, cuando uno 
habla de desarrollo territorial, hay quienes sostienen, desde el punto de vista semántico, que el territorio no se 
desarrolla. Si miramos el diccionario, advertimos que la palabra desarrollo refiere a una extensión. El 
territorio no se extiende, no se expande, sino que es único y permanece. No obstante, desde el punto de vista 
técnico, ese término es de recibo y se ha utilizado. Como recién explicaba el arquitecto Ligrone, está en 
discusión. Ese término se utiliza desde el punto de vista técnico en las áreas de planificación territorial, pero 
tiene problemas desde el punto de vista del idioma español estricto, a pesar de que los españoles lo usan y 
también inventan palabras. En definitiva, el idioma es dinámico, no estático; hoy en día no hablamos de la 
misma manera que hablaban nuestros padres y ni qué decir de cómo hablaban nuestros abuelos o en la época 
de la emancipación, cuando en el lenguaje, según las cartas de Artigas, Rivera o Lavalleja, se utilizaban giros 
idiomáticos y expresiones que hoy en día no utilizamos. 


En definitiva, aquí, más que los títulos, lo que nos importa es -como decían los arquitectos Villarmarzo y 
Ligrone- si existen o no los conceptos sustantivos de desarrollo, participación, descentralización, 
planificación, en cuya discusión vamos a sumergirnos. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Creo que esta es una discusión interesante. No creo que haya sido por 
casualidad que la DINOT puso ese nombre; no lo creo. No es lo mismo poner cualquier título, por 
mejor contenido que tenga; si no, pondríamos cualquier título y sería lo mismo. 


Voy a expresar -sé que es un tema difícil de entender-, en mi criterio, cuál es el error. No debemos alterar el 
orden de los términos del Ministerio establecidos en el proyecto, enviado por el Poder Ejecutivo. 


No se puede coordinar desde ese nivel el desarrollo sostenible general. Ello está determinado en el artículo 
230 de la Constitución de la República, que establece que corresponde a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, que tiene un Director que la dirige; actúa el Ministerio de Economía y Finanzas, el Gabinete y, 
en última instancia, la Presidencia de la República. Entonces, acá ya hay un organismo del Estado que, según 
se establece el artículo 230 de la Constitución de la República, dirigirá el desarrollo sostenible general. 
Creemos que en el desarrollo sostenible general van a participar varios Ministerios. 


Entonces, no me parece un tema menor. Además, no creo que el equipo que hoy está presente haya puesto ese 
título por casualidad. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Quedó pendiente el tema relativo a la policía. 


En la tradición cultural uruguaya, mediterránea, las funciones de policía, en general, son municipales. En 
construcción institucional uruguaya -es casi una excepción en el mundo latino- los departamentos que, por 
ahora, tienen las dos funciones, la de Gobierno Departamental y de municipio, han perdido algunas de esas 
funciones de policía, en particular la de la policía de seguridad y la de fuego, pero en el resto de nuestros 
vecinos de Latinoamérica, en Francia, España e Italia, esas funciones son todas municipales. En algún caso, 
han surgido algunas funciones de policía a nivel del Estado, en particular, la policía de seguridad. Entonces, 
están los dos tipos de policía, con funciones diferentes, pero con algunas competencias concurrentes. 
También en el mundo anglosajón es así, con una formulación de la policía municipal diferente ya que es 
electiva; en Estados Unidos, por ejemplo, la policía municipal tiene jefatura electiva. De todas maneras, hay 
una tradición europea y euroamericana de que las funciones de la policía son municipales. En nuestro país, 
muchas de esas funciones de policía siguen siendo de los departamentos, siguen siendo municipales. 


La policía de edificación figura así en los textos legales; se llama policía de edificación en todos los 
departamentos. Esa expresión es mejor que decir control; es una función de policía, es decir, de prevención y 
de represión. Esa es la función de la policía. 


Inclusive, una discusión que el país se debe refiere a otras funciones de policía -pido disculpas, señora 
Presidenta, pero esta es una opinión absolutamente personal- y al rol de los futuros Gobiernos Municipales en 
la función de policía. La policía de tránsito es municipal en todo el país, excepto en Montevideo, donde hay 
una policía de tránsito del Gobierno Nacional. Nadie discute que la policía de tránsito es de nivel municipal. 
El tema es si tiene que estar armada o no, pero eso no hace a la función de la policía. La policía local 
británica hasta hace muy poco andaba desarmada, o sea que la posesión de armamento no hace a la función 
de policía. Justamente, en el fortalecimiento de los Gobiernos Departamentales y en el marco de una apuesta 
por la descentralización, se aumentan las facultades de la policía territorial. 


En cuanto al material comparativo, hasta último momento la Comisión del Senado trabajaba con cuadros 
comparativos. Recomendaría a la Mesa que lo vea y si hay que complementar estaremos encantados en 
cooperar, pero creo que ese trabajo está hecho. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quiero hacer una aclaración: en Artigas no hay policía de tránsito sino 
inspectores de tránsito. 


Dentro del contexto de la Intendencia el término policía prácticamente se ha dejado de usar. Es preferible 
hablar de inspectores porque uno siempre asocia a la policía con clásica denuncia, actuación judicial y luego 
la concurrencia o no de la policía, a pedido de la Justicia. Son temas que tendremos que discutir. 
Simplemente, nosotros estamos en desacuerdo y lo queremos manifestar acá. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha sido un placer contar con la presencia de todo el que equipo de la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. Seguramente vamos a estar en contacto y trabajando 
en este proyecto de ley. El aporte que nos han hecho es fundamental y han sido colmadas nuestras 
expectativas. El compromiso de esta Comisión se está cumpliendo, al trabajar todas las semanas 
específicamente en el tratamiento de este proyecto de ley que tiene medida sanción del Senado. En el 
marco de este compromiso tal vez la Comisión deberá reunirse días extra para seguir los demás temas 
a atender y para continuar con las salidas que acostumbramos realizar. 


Mantendremos contacto con ustedes para informarles y decirles de qué forma vamos llevando el tratamiento 
de este proyecto de ley. Seguramente les haremos algunas consultas, con la anuencia de los integrantes de la 
Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial) 


Debemos plantear a la Comisión dos solicitudes de audiencia que han llegado. Una ha sido enviada por 
la Liga de Fomento de La Floresta y otra por parte de la Comisión de Análisis de Parque Ambiental Cañada 
Grande. 


(Se lee) 


SEÑOR MAÑANA.- Propongo que se consulte a los organismos que se han mencionado acerca de si ha 
habido avances en los estudios referidos, para posteriormente citar a la Comisión de Fomento de La 
Floresta. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la siguiente solicitud de audiencia. 


(Se lee) 


Sí solicitamos los informes a los organismos, tal como hacía referencia el señor Diputado Mañana, 
vamos a tener que fijar una fecha para recibir a sus autoridades. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- En la línea de lo que planteó el señor Diputado Mañana y conociendo la 
lentitud que generalmente tienen los tiempos en el Parlamento -donde se parlamenta muchísimo-, sería 
bueno invitar el mismo día a los integrantes de la Comisión de Fomento de La Floresta y a las 
autoridades de los organismos involucrados. Entonces, solicitamos esta Sala para contar con bastante 
espacio y matamos dos o tres pájaros de un tiro. De no ser así, no estaríamos atendiendo a lo que la 
gente quiere: una solución para anteayer. 


En otro sentido, en la Presidencia anterior quedó pendiente una solicitud de entrevista al nuevo Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente por el tema de La Capuera. En una reunión que 
mantuvimos con los vecinos, con un abogado que los representa y con quien se presenta como el propietario 
de La Capuera, uno de los legisladores presentes, el señor Diputado Rodríguez Servetto invitó a este señor 
Benenati a que se presente con los títulos en esta Comisión. A quienes estábamos presentes nos pareció una 
buena idea porque de alguna manera los vecinos quieren tener garantías de que este señor Benenati realmente 
tenga los títulos. Si los tuviera, algunos vecinos podrían estar interesados en llegar a algún acuerdo con esa 
empresa para comenzar a pagar los terrenos. Como existen dudas acerca de si es o no dueño de La Capuera, 
este señor aceptó presentarse en esta Comisión. Para esa sesión deberíamos también invitar a los restantes 
legisladores del departamento de Maldonado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habíamos comprometido los días de reunión de la Comisión para comenzar 
con el tratamiento del proyecto de ley relativo al ordenamiento territorial. Este mes tendremos dos 
instancias más de reunión: el miércoles 9 y el miércoles 16. También tenemos que ver en qué fecha 
pueden concurrir los integrantes de las Comisiones que nos solicitan audiencia. El miércoles 9 
podríamos recibir a la Comisión de Análisis del Parque Ambiental de Cañada Grande. No sé si les 
parece recibirlos a la hora 10 o a la hora 12. 


SEÑOR PATRONE.- Sería conveniente que entre las 10 y las 12 tratáramos de avanzar en la discusión 
de este proyecto de ley de ordenamiento territorial. Las demandas permanentes a las que vamos a 
estar sometidos -no van a ser solo estas- pueden llegar a entorpecer la discusión de este proyecto de ley 
sobre el que todos estamos contestes en su importancia. Además, va a requerir discusión. Entonces, 
propongo que las visitas sean recibidas a partir de la hora 12. Además, solicito que en el orden del día 
de la próxima sesión se incluya por lo menos los tres primeros títulos del proyecto de ley. 


SEÑOR MAÑANA.- En principio estoy de acuerdo; me gustaría que los demás compañeros opinaran 
sobre el tema. El señor Diputado Patrone habló de avanzar por lo menos en los primeros tres títulos. 
Yo no me animaría a fijarlo; me parece que eso lo va a determinar la discusión. 


Con relación a las dos situaciones que se nos plantean, creo que son cosas diferentes. Si bien ya recibimos a 
los integrantes de la Comisión de Fomento del balneario La Floresta, me parece que son dos instancias 
diferentes: una ya tiene una definición de la DINAMA de establecer el vertedero en Cañada Grande y la otra 
aparentemente requiere cierto apuro en cuanto a la toma de decisiones para que el mar no siga avanzando 
sobre el balneario. | Entonces, me parece que sería buena cosa que, en la medida de lo posible, se coordine 
rápidamente con los organismos que tienen que ver con el reclamo de La Floresta, a efectos de obtener una 
respuesta a la brevedad. 


El otro tema tiene que ver con una decisión política. Entonces, por más que tengamos algunas objeciones y 
que como legisladores planteemos nuestros argumentos a favor o en contra, no sé qué más podríamos hacer. 
En cuanto al problema de Cañada Grande, nosotros asistimos al lugar y, siguiendo la costumbre de esta 
Comisión, hemos intentado acercar a las partes y ver de qué manera se pueden congeniar los diferentes 
intereses. Me parece que en cuanto a Cañada Grande ya hay una decisión tomada por parte del Poder 
Ejecutivo y no sé si podemos hacer más que solidarizarnos con la situación de los vecinos. 


La cuestión de La Floresta requiere que a la brevedad tengamos una instancia de encuentro, porque si el 
deterioro es como dicen los vecinos, se pueden generar todavía más problemas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la solicitud -que ya fue leída- se indica que los vecinos están interesados 
en conocer los resultados del trabajo realizado por la Facultad de Ingeniería en convenio con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. De modo que invitaríamos a algún representante de ese 
Ministerio. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Nos interesa que se invite a un delegado, a un representante; no estamos 
pidiendo que venga el Ministro. Es una forma de acercar a los vecinos a lo que se ha hecho hasta 
ahora. 


SEÑOR PATRONE.- En este caso, corresponde invitar a la Dirección Nacional de Hidrografía, porque 
aunque legalmente ha perdido la competencia en materia de defensa de costas, que se trasladó a la 
DINAMA, desde el punto de vista objetivo es la única que tiene la capacidad técnica y los recursos 
como para abordar este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, invitaríamos a la Dirección Nacional de Hidrografía. Tal vez 
también tendríamos que recurrir a los trabajos realizados por la Facultad de Ingeniería; deberíamos 
tener aquí esos resultados que los vecinos quieren conocer. 


SEÑOR PATRONE.- En realidad, se trata de un convenio entre el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y el INFIA de la Facultad de Ingeniería. El que contrata es el Ministerio; difícilmente la 
Facultad proporcione a un tercero un informe que es propiedad del Ministerio. No sé si el Ministerio 
estará en condiciones de dar a conocer ese estudio -en este momento no tengo los elementos para 
decirlo-, pero es el que puede informarnos acerca de la situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Haremos los trámites pertinentes. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Tenemos que recibir a la Comisión de La Floresta para escuchar sus 
planteamientos y ver qué materiales y nuevos elementos quieren presentarnos, porque una de las 
críticas que hicieron después de que estuvieron acá fue que no los atendimos cuando hicieron el 
llamado; inclusive, los recibimos sin acto y a caballo, en la última parte de la sesión. Me parece que 
escucharlos puede ser importante para ellos; la solución al problema no se logra con un informe. Yo he 
estado dos veces ahí; eso no se soluciona con un informe. Es un trabajo muy pesado; se han hecho 
cosas que no han dado resultados y se está pidiendo un estudio que lleva su tiempo. 


Por lo tanto, hay dos instancias. Una es de sensibilidad, por la que correspondería escuchar a la Comisión de 
La Floresta, que critica la falta de soluciones y que nos pide ser recibida para mostrarnos los elementos de 
que disponen. El mismo día podemos recibir, por separado, a todos los que se pide invitar, pero reitero que 
me parece que a la Comisión tendríamos que recibirla, aunque sea por media hora. Pienso que eso es 
importante desde el punto de vista de la sensible. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Discrepo con el compañero porque, en realidad, los vecinos pretenden tener 
algún grado de información. Si escuchamos a los vecinos de La Floresta, que están preocupados, y, 
además, traemos a algún delegado del Ministerio -reitero que nadie está pidiendo que venga el 
Ministro-, los vecinos se van a sentir continentados de otra manera, por decirlo de una forma que 
amplía el vocabulario del idioma español. 


Y no se olviden de lo que les pedí con respecto a Benenati. En realidad le estoy haciendo un mandado a los 
vecinos, no a Benenati; lo aclaro por las dudas. 


SEÑOR MAÑANA.- Tal vez no fui claro; yo pretendía lo mismo que planteó el señor Diputado Pérez 
Brito. Quiero aclarar que sí quiero recibir a la Comisión de vecinos; yo no estoy hablando de no 
recibirla. Pero nosotros no tenemos poder de decisión con respecto a esto y lo que hemos hecho siempre 
ha sido acercar a las partes para ver qué grado de información o qué grado de solución se puede dar al 
tema. Creo que la diferencia está en que el Diputado Hernández pretende atender por separado a las 
dos partes y yo creo que es importante que los vecinos tengan la oportunidad de recibir en esta 
Comisión la información que hay, aunque tal vez para que haya datos todavía falte algún tiempo más. 
En ese caso, esa será la respuesta que daremos a la Comisión: todavía no hay un informe final. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Haremos los trámites pertinentes para contemplar las solicitudes de los 
señores Diputados. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Se ha planteado que se reciba a la Comisión y a un representante del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas que sería el Director Nacional de Hidrografía; esa es una de 
las propuestas. Otra propuesta es la de recibirlos por separado o preguntar a la Dirección Nacional de 
Hidrografía -o a quien corresponda en el Ministerio, teniendo en cuenta lo que decía el señor Diputado 
Patrone- si realmente hay un estudio sobre este tema. 


Lo planteo porque el Director Nacional de Hidrografía tiene que venir si hay un estudio y sabiendo que va a 
enfrentarse con la Comisión de Vecinos, porque nosotros acá no estamos para hacer pelear a nadie. Si en esta 
Dirección tienen un estudio y están de acuerdo con venir a presentarlo ante nosotros y los vecinos apoyamos 
la idea de recibirlos, pero si no es así yo soy partidario de que vengan por separado, aunque quizás el mismo 
día. Puede ocurrir que Hidrografía pueda decirnos a nosotros cosas que a los vecinos no les pueda mencionar. 
Así que me parece que tenemos que decidir entre todos. 


(Interrupción del señor Representante Pérez Brito) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay dos opiniones diferentes; debemos ordenarnos para ver de qué manera 
procedemos. 


(Diálogos) 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Estamos discutiendo al cohete porque uno la mira de un lado y otro, del 
otro; al final, lo que estamos haciendo es demorar. 


Yo intenté hacer una propuesta para que los vecinos se sintieran apoyados de alguna manera en la situación 
que viven. Me da lo mismo que vengan unos primero y otros después; eso no cambia la cosa. Sí importa la 
sensación de los vecinos si ven a alguien del Ministerio que les pueda dar alguna explicación acerca de lo que 
está pasando; nada más. Pero esto no es para perder más tiempo. Hagan lo que quieran, señora Presidenta. 


SEÑOR MAÑANA.- Si las autoridades competentes no quieren venir, que no vengan, pero, por lo 
menos, los consultamos si quieren participar de ese formato de reunión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, invitaremos a los vecinos de la Comisión de La Floresta y 
haremos la consulta a la Dirección Nacional de Hidrografía para ver de qué manera podemos 
organizar la reunión. Si se da la posibilidad de que estén juntos los vecinos y la Dirección Nacional de 
Hidrografía, me parece muy bien porque pueden intercambiar opiniones y la Dirección Nacional de 
Hidrografía puede aportar los estudios que se hayan realizado. 


SEÑOR SIGNORELLLI.- Acá todos tenemos el derecho a hablar lo que tengamos que hablar. Si hay 
personas que les gusta hablar poco, que hablen poco. Nosotros acá venimos a cumplir una función y a 
decir lo que tenemos que decir, nada más que eso. Nunca nos vamos a sentir coartados en nuestra 
libertad para expresar las cosas. A lo mejor tenemos alguna dificultad y nos lleva más tiempo expresar 
algo que otras personas dicen en dos palabras pero tenemos que respetarnos, así como los tiempos de 
exposición de cada uno. 


Estoy de acuerdo con que se haga la consulta a la Dirección Nacional de Hidrografía y si tienen el estudio 
hecho y están dispuestos, que vengan y lo expongan como corresponde frente a los vecinos. De esta manera 
se soluciona el problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a hacer los trámites pertinentes y tomaremos las medidas del caso. 


Además, llamo a los miembros de la Comisión a trabajar en el clima armónico de siempre, que va en pos de 
las inquietudes de las personas. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quisiera saber si se hizo la consulta al señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para concurrir a la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA. Se va a hacer, traeremos noticias la semana que viene. 


Se levanta la reunión. 


[pey.htm] 


